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	Prevención de la infección causada por el Virus de Inmunodeficiencia Humana. 








	“Considerando que:


	La infección provocada por el Virus de Inmunodeficiencia Humana -en adelante, “VIH”- representa un grave problema social y de salud pública.





	Se trata de una infección que, en un plazo que varía entre algunos meses y los 15 años, según los casos, determina el desarrollo del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida -en adelante, “Sida”-, enfermedad que es mortal.





	La infección provocada por el VIH y su consecuencia, el Sida, constituyen una pandemia cuya magnitud según la Organización Mundial de la Salud, al 10 de marzo de 1996, asciende a un total de 1.301.612 casos de Sida notificados a nivel mundial. De tales casos de Sida sólo en las Américas 657.821 casos afectan a adultos y 11.643 casos son pediátricos; por su parte, el número de muertes causadas por el Sida notificadas en este continente hasta esa fecha asciende a la cantidad de 392.751 personas.





	Según la Organización Panamericana de la Salud en el continente americano cada año se notifican más de 100.000 nuevos casos de Sida y que tal incidencia es la mayor entre todas las regiones del mundo.





	En nuestro país el primer caso de Sida notificado oficialmente se registró en 1984 y el crecimiento ha sido sostenido, con una tasa 5,94 por cien mil habitantes.





	Según el Programa de Vigilancia Epidemiológica de la Infección VIH/Sida, desarrollado por la Comisión Nacional del Sida, dependiente del Ministerio de Salud, a partir de aquella fecha se han notificado, al 31 de marzo de 1996, un total de 1.456 enfermos y 2.203 portadores en las trece regiones y se ha informado el fallecimiento de 909 personas.





	Las tasas acumuladas, a esa última fecha, más elevadas se presentan, en orden decreciente, en las regiones Metropolitana -20,1 por 100.000 habitantes-, Quinta (15,9), Segunda (7,4), Primera (3,4) y Cuarta (3,3), siendo la tasa promedio nacional acumulada de 11,1 por cada 100.000 habitantes. La infección está presente en todas las regiones del país.





	En nuestro país el 92% de los enfermos son hombres y el 8% mujeres. La proporción hombre-mujer en el período 1992-1996 es de 10:1, menor al promedio entre 1984-1991 que fue de 15:1, tendencia que tiende a mantenerse.





	Resulta pertinente destacar que el principal grupo etario afectado es el que se ubica entre los 20 y 49 años -donde se concentra el 85% de los casos-, los menores de 20 años representan el 3,3%, entre 20-29 el 27,5%, entre los 30 a 49 años el 57,4% y de 50 y más años, el 11,3%.





	En Chile la vía de transmisión más frecuente es la sexual, derivada de las relaciones sexuales sin protección, correspondiente a un 82,5% de los casos. El 17,2% corresponden a casos de relaciones heterosexuales. La razón homo/bisexual: heterosexual ha variado de 7:1 en el período 84-89, a 3:1 en el período 90-95.





	La transmisión sanguínea corresponde al 6% de los casos, en la que debe considerarse la transmisión endovenosa, propia de los usuarios de drogas intravenosas, debiendo destacarse que en los últimos años se observa un aumento lento pero progresivo en importancia de estos últimos casos. Así, si en el período 84-90 la drogadicción intravenosa representaba el 29,4% de los casos infectados por vía sanguínea, entre los años 90-95 tal proporción alcanzó al 76,%.





	La tercera vía de transmisión radica en la vía perinatal, en la cual se transmite el virus al niño antes o durante el parto, o a través de la lactancia. Esta forma de transmisión se calcula que se produce en el 30% de las embarazadas que viven con el virus.





	La ciencia acredita hoy que no hay posibilidades de transmisión del virus por otras vías, como si se comparten los utensilios domésticos, por medio de besos, caricias u otras.





	El virus ha dejado de ser un problema que afecte a un grupo específico de la sociedad, tales como la comunidad homosexual o las prostitutas. Hoy se estima que el 90% de los nuevos casos se da a través de relaciones sexuales entre hombres y mujeres.





	La Organización Mundial de la Salud estima que del total de personas seropositivas, el 60% ha sido por penetración vaginal sin protección, el 15% por drogas inyectables, el 15% por relaciones anales sin protección y el 10% el resto.





	Considerando que las mujeres están viviendo cada vez con más frecuencia con este virus, es posible que pronto se llegue a una tasa anual similar entre hombres y mujeres. Este problema acarrea un previsible aumento también en los lactantes.





	Por otra parte, el Sida tendrá en los próximos años un impacto económico significativo, dado los rangos etarios en que la enfermedad ha mostrado un mayor desarrollo.





	Se trata, en consecuencia, de un problema que, en sus causas y efectos, trasciende con mucho al mero carácter de un problema de salud pública, afectando al conjunto de la sociedad y a sus posibilidades de desarrollo social futuro.





	Ha sido difícil que las distintas sociedades enfrenten los desafíos de salud pública, sociales, políticos y éticos que plantea esta pandemia de un modo a la vez realista, científico, eficaz y respetuoso de la dignidad humana. Para algunos el Sida es otra enfermedad catastrófica; para otros es un problema ligado a conductas morales o sexuales de sectores minoritarios de la población, o a un actuar irresponsable, y tienden a buscar soluciones que implican un enfrentamiento represivo de los problemas que él plantea. En virtud de esta óptica, se estigmatiza a tales sectores y se tiende a su sanción.





	Sin embargo, la gravedad y masividad que ella representa ha obligado a un enfrentamiento cada vez más ligado a los criterios que la ciencia señala como las vías y formas más adecuadas de ser eficaces en la lucha contra su propagación y, por tanto, la necesidad de asumir en primer lugar, la necesidad de abordar su prevención, así como el ser eficientes, tanto desde un punto de vista social como económico, en la aminoración de sus dañosos efectos sociales y humanos.





	Los fenómenos de estigmatización social y prejuicios que han surgido masivamente ligados y derivados de los miedos que esta pandemia ha provocado en el mundo no han hecho más que agravar las dificultades para su enfrentamiento eficaz y oportuno, así como han profundizado fenómenos de marginación y discriminación social, donde las minorías sexuales, los pobres y las mujeres resultan particularmente afectados en su ya precaria situación social, tornándolos aún más vulnerables.





	Ello ha determinado una difícil pero fecunda reacción mundial que ha llevado a caracterizar ésta, la pandemia, como un fenómeno con implicancias mucho más sociales, políticas y humanas que las meramente propias del ámbito de la salud pública.





	Por todo ello es un hecho que ha sido muy complejo la instalación de normas adecuadas que ayuden a un enfrentamiento preventivo eficaz y, por tanto, integral y humano de los desafíos sociales y económicos que el Sida plantea.





	A más de dieciséis años de la aparición del virus en el mundo, el debate se ha centrado en la necesidad de conciliar el objetivo de contestar el avance de esta pandemia y, al mismo tiempo, el objetivo de asegurar el respeto, la no discriminación y la plenitud de los derechos de los afectados.





	En un primer momento, tales objetivos fueron vistos como contradictorios entre sí. Es así como en algunos sectores de nuestro país, por causas asociadas a los fenómenos de estigmatización, ignorancia y prejuicios, esta visión aún persiste fuertemente arraigada.





	Sin embargo, el desarrollo científico y la experiencia mundial ha llevado ya desde hace unos años a las organizaciones sanitarias internacionales y a la Comunidad Internacional a la conclusión de que tales objetivos no sólo no son contradictorios, sino que sólo una política que asegure los derechos de las personas que viven con el VIH y que, por tanto, los proteja contra la discriminación, permite generar los cambios conductuales imprescindibles para que la sociedad en su conjunto esté en condiciones de asumir una masiva actitud y conductas preventivas.





	Así, el derecho de los individuos a no ser discriminados ni restringidos arbitrariamente en su privacidad y libertad y el derecho a que se generen las condiciones sociales que permitan proteger la salud, han sido reconocidas como situaciones dependientes entre sí y no contradictorias.





	Hoy existe un consenso prácticamente universal sobre este enfoque, que hacemos nuestro e instalamos como la idea matriz que inspira esta moción.





	Para nosotros, no hay ni puede haber conflicto entre las exigencias de salud pública y la protección a los derechos y dignidad humanas.





	Ese respeto y la estricta adhesión al principio de la confidencialidad médica son vitales para la prevención y el control del VIH-Sida, puesto que el temor al aislamiento y la estigmatización sólo harían más clandestina la enfermedad y reducirían el acceso a quienes más necesitan del apoyo y la educación a las acciones de prevención e información. Es a partir de este respeto y esta confidencialidad, y no del castigo y la amenaza, que se establecerá una relación médico-paciente capaz de influir y lograr un cambio conductual.





	Existe ya un amplio consenso, el que se funda en la experiencia internacional, respecto a que la estigmatización y discriminación sólo multiplicarán la propagación de la enfermedad sin posibilidad de control, por cuanto las personas afectadas o cuya condición los pone en mayor peligro, preferirán sufrir su enfermedad en clandestinidad, dificultando así sus cambios de conducta, el tratamiento de prevención y el control epidemiológico.





	En nuestro país la situación de discriminación hacia las personas que viven con el VIH es masiva y evidente. Ella se manifiesta de diferentes maneras: desde rehuir la atención del paciente por parte del equipo de salud hasta la pérdida del trabajo si se conoce la positividad al test verificador; la exigencia de este test para acceder a un puesto de trabajo; la cancelación de la matrícula escolar; el rechazo de vecinos a la instalación de casas de atención de enfermos de Sida; el abandono del seropositivo o enfermo por su familia, etc.





	En suma, toda una serie de actitudes discriminatorias y dañosas que sólo conducen a que el Sida sea considerado como una situación inadmisible para el propio sujeto que lo padece, dificultando la creación de condiciones sociales, familiares y humanas que hagan posible los necesarios cambios de conducta, su comunicación y la prevención.





	Dada esta objetiva situación de carencias y discriminaciones, la ausencia de normativas específicas que ayuden a suplir las primeras y a evitar o, al menos, a desincentivar las segundas en el ámbito de sus derechos civiles, laborales, de la salud, previsionales, educacionales y otros, sólo ayuda a profundizar los fenómenos culturales y sociales de discriminación, marginalización y desprotección de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana, así como frustran o dificultan los esfuerzos públicos y privados de prevención.





	Proteger los derechos humanos y la dignidad de las personas que viven con el VIH, es, por tanto, una exigencia ética y, además, una necesidad de salud pública y social.





	Esta idea no discriminatoria, que es, a la vez, preventiva, constituye la principal inspiración de este proyecto de ley.





	Además, en el ámbito del Derecho Internacional, se ha desarrollado en los últimos años un amplio esfuerzo de explicitación y desarrollo de los derechos humanos de las personas que viven con el VIH. Nuestro país, integrante de la Comunidad Internacional de Naciones Civilizadas, obligada por precisos instrumentos internacionales y por su propia normativa constitucional a respetar y promover los derechos humanos no puede quedar al margen de este esfuerzo, por tanto, no sólo por razones éticas, sino, además, por razones jurídicas.





	En efecto, la Comunidad Internacional ha venido elaborando un conjunto de normas y recomendaciones para todos los países del orbe en función de evitar la discriminación y el estigma relacionado con el VIH/Sida. En tal sentido, cabe destacar la Cumbre de París sobre el Sida, del 1º de diciembre de 1994; el Programa de Acción de la Conferencia Mundial de Naciones Unidas sobre Población y Desarrollo, de El Cairo, de septiembre de 1994; la Declaración de Copenhague, emanada de la Conferencia Mundial sobre Desarrollo Social, de marzo de 1995; la Declaración y Plataforma de Acción emanada de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, de Beijing, septiembre de 1995; y la Declaración y Plan de Acción de Nueva Delhi sobre VIH y Sida, denominada “Derecho y Humanidad”, de 10 de diciembre de 1995, en todos los cuales los Estados del mundo se comprometieron a promover y proteger los derechos de las personas infectadas y afectadas por el VIH y el Sida.





	Destaca entre tales esfuerzos el reciente establecimiento del Programa Conjunto las Naciones Unidas sobre el VIH y el Sida (Unaids).





	Más recientemente, incluso, la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha aprobado unánimemente su resolución 1996/43, de 19 de abril de 1996, sobre “Protección de los derechos humanos de las personas infectadas con el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) y con el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (Sida)”.





	Entre los fundamentos de la misma, la Comisión se manifiesta preocupada “por el hecho de que, al no disfrutar plenamente de sus derechos fundamentales, las personas que sufren de una desventaja económica, social o legal son más vulnerables al riesgo de infección por el VIH y a sus consecuencias, en caso de resultar infectadas por el virus” y “por el hecho de que las personas infectadas por el VIH o enfermas del Sida, así como las que se supone que están infectadas, continúan siendo objeto de discriminación en la ley, en la política y en la práctica”. Además, ella señala que “como lo reconoció la Asamblea Mundial de la Salud en su resolución WHA45.35, de 14 de mayo de 1992, desde el punto de vista de la salud pública carecen de fundamento las medidas que limitan arbitrariamente los derechos del individuo, en especial las medidas que imponen la detección obligatoria”; asimismo, ella “pone de relieve la obligación de los gobiernos de adoptar medidas para oponerse a la estigmatización y discriminación sociales contra las personas afectadas por el VIH y el Sida, y su compromiso de fortalecer los mecanismos nacionales e internacionales que se ocupan de los derechos humanos y la ética en lo relacionado con el VIH y el Sida”, para añadir esta importante sentencia: “Reconociendo que la transmisión del VIH puede prevenirse mediante una conducta informada y responsable, y destacando la función y obligación de los individuos, grupos y órganos de la sociedad de promover, con espíritu de solidaridad humana y tolerancia, un entorno social que favorezca la prevención eficaz y la erradicación de las causas últimas de la pandemia del VIH y el Sida”.





	Sobre la base de tales consideraciones principales, la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha resuelto, en primer lugar, que “Reafirma que la discriminación sobre la base de la contaminación por el VIH o el Sida, real o presunta, está prohibida por las normas internacionales vigentes en materia de derechos humanos y que la expresión “o cualquier otra condición social”, que figura en las disposiciones sobre no discriminación que figuran en textos internacionales de derechos humanos debe interpretarse en el sentido que abarca el estado de salud, incluso el VIH y el Sida”. En segundo lugar, la Comisión “Exhorta a todos los Estados a que se cercioren, cuando sea necesario, de que sus leyes, políticas y prácticas, incluidas las introducidas en relación con el VIH o el Sida, respeten las normas de derechos humanos, prohíben la discriminación relacionada con el VIH o el Sida y no tienen por efecto impedir que se apliquen programas para prevenir el VIH y el Sida y para atender a las personas infectadas por el VIH, en lo que respecta, sobre todo, a las mujeres, niños y grupos vulnerables”. En tercer lugar ella ha resuelto que “Exhorta también a todos los Estados a que adopten todas las medidas necesarias, incluidos los procedimientos de reparación apropiados y rápidos, y la introducción de leyes protectoras y de una educación apropiada para combatir la discriminación, los prejuicios y el estigma, a fin de garantizar el pleno disfrute de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de las personas infectadas por el VIH o enfermas del Sida, sus familias y allegados, así como de las personas de quien se supone en peligro de ser infectadas, prestando especial atención a las mujeres, niños y grupos vulnerables.”





	En mérito de las consideraciones anteriores el presente proyecto está estructurado sobre la base de las siguientes dos ideas matrices principales:





1)	Establecer una política de Estado en materia de VIH/Sida, enfatizando la responsabilidad que en la prevención de esta pandemia le incumbe al Estado y promoviendo en ello la participación de la sociedad civil; y





2)	Impedir la discriminación en contra de las personas que viven con el VIH, reconociendo, explicitando y desarrollando derechos que les asisten, así como garantías y sanciones adecuadas para evitar su vulneración.





	El presente proyecto asume, por tanto, la necesidad de generar políticas de Estado de carácter preventivo y hace suyo el principio proclamado por las organizaciones internacionales de la salud y de derechos humanos, en el sentido que una política de prevención eficaz debe asumir el desafío de la lucha contra la discriminación y estigmatización de las personas que viven con VIH. En suma, la idea que no discriminar es no sólo una obligación ética, política y jurídica, sino un requisito de eficacia en el esfuerzo de prevención de la extensión de la pandemia. Queremos, en suma, hacer entender que quien quiera prevenir realmente debe no discriminar y que no discriminar es prevenir.





	Creemos necesario enfatizar que la idea humanista de la no discriminación, es de una enorme fecundidad ética y política, y que, en este caso, en materia de prevención del VIH/Sida, ha desplegado, como lo demuestran en la práctica diversas experiencias internacionales, todo su potencial práctico y concreto de bien público. En efecto, en este ámbito ha materializado, en la práctica, la idea ética fundamental que inspira la cultura de los derechos humanos en el sentido que la sociedad que discrimina o que permite la discriminación no sólo daña a los discriminados, sino que, por sobre todo y en primer lugar, se daña a sí misma, porque al afectar la dignidad de los demás ofende su propia dignidad esencial de sociedad compuesta por seres racionales y fraternos, privándose, de paso, del aporte social de todos quienes han marginalizado y estigmatizado.





	Sobre esta base ética, de salud pública y jurídica el presente proyecto se plantea el desafío de instalar en nuestro país una política de Estado destinada a la prevención del VIH/Sida y de respeto, protección y no discriminación hacia las personas que viven con el VIH/Sida, sus familias y grupos vulnerables.





	En este sentido el presente proyecto se propone explicitar que es deber del Estado desarrollar políticas activas y de amplia cobertura destinadas a prevenir la transmisión del VIH. Rescata y destaca en este sentido la experiencia y recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud, que ha desarrollado ampliamente en este tema y que ha entregado pautas precisas para una estrategia de prevención. Se propone que sea obligación del Estado asumirlas de manera integral y dotarlas del financiamiento y recursos necesarios para ello.





	Asimismo, la información y educación acerca de como evitar contraer o transmitir el VIH no puede dirigirse solamente a quienes se supone llevan un comportamiento sexual que los hace estar más expuestos al riesgo, como es la comunidad homosexual, los adictos a drogas intravenosas o a quienes ejercen el comercio sexual. Es un hecho que la enfermedad está desarrollándose crecientemente entre quienes tienen conductas heterosexuales, lo que es indicativo de que cualquier persona puede contraer el virus. Es por ello que la información debe dirigirse a todos los hombres y las mujeres, y especialmente a los jóvenes, enfatizando la forma en que se transmite, la forma en que no se transmite y los medios para protegerse.





	Por otra parte, el presente proyecto procura que todo esfuerzo educativo se oriente también a eliminar los prejuicios e informar con suficiente claridad y fuerza, tanto respecto de las conductas que constituyen vías de contagio como las que no entrañan ningún peligro de contagio.





	Afirmamos que es muy importante en esta materia combatir las creencias erróneas.





	En este sentido, destacamos que los mensajes educativos deben ser, según la Organización Mundial de la Salud, “comprensibles por el público destinatario, además de precisos, continuos y sensibles al entorno sociocultural”. Lo más importante es, por tanto, la claridad, sencillez de los mensajes y la viabilidad de que se concrete lo que se propone.





	Por tanto, el proyecto propone que sea deber del Estado desarrollar políticas activas y de amplia cobertura destinadas a prevenir la transmisión del VIH.





	El articulado del proyecto se encuentra dividido en seis títulos:





Título I: Disposiciones Generales;


Título II: Sobre las Políticas Públicas de Prevención;


Título III: Sobre los derechos de las personas que viven con el VIH y de la protección contra la discriminación;


Título IV: Normas especiales respecto de los niños y las mujeres;


Título V: Sobre los procedimientos y protección del personal de la salud;


Título VI: Disposiciones varias.


	


En su Título I, sobre “Disposiciones generales”, se enuncian precisamente las normas generales y principios que enmarcan la política estatal sobre VIH/Sida en el país.





	Así, en su artículo 1º se señala una perentoria obligación de promoción que se asigna al Estado, asignándole a éste la obligación de promover todas las condiciones institucionales, sanitarias, previsionales, educativas, culturales y sociales en general, mediante la ejecución de las acciones necesarias para prevenir e impedir la extensión de la infección causada por el Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) causante de la pandemia del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (Sida) en Chile. A continuación agrega, en su artículo 2º, la obligación explícita para todos los órganos del Estado encargados de ejecutar las medidas de prevención, investigación y tratamiento de la pandemia del síndrome de inmunodeficiencia adquirida, de adoptar todas las medidas que aseguren los derechos y dignidad de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana y que tales medidas, en caso alguno, puedan significar discriminación o afectar la dignidad, privacidad u honra de ninguna persona.





	Es decir, en los dos primeros artículos del proyecto se establece perentoriamente la obligación del Estado de prevenir ligadamente a la prohibición de discriminar.





	A continuación, en su artículo 3º, se establece una norma muy novedosa en nuestro sistema jurídico, en virtud de la cual se obliga a la Administración a adecuar periódicamente las normas reglamentarias que ejecuten la política estatal sobre VIH/Sida a la normativa y recomendaciones internacionales existentes en la materia, estableciéndole un plazo perentorio al efecto. Con ello, se procura garantizar que la ejecución de las políticas estatales en esta materia, que corresponde al Gobierno, se atenga a los criterios y recomendaciones científicos que surgen de la experiencia internacional.





	Las restantes normas de este título, y en ese mismo sentido, están destinadas a reconocer el rol de la cooperación internacional, a reconocer explícitamente el rol de supervigilancia de las organizaciones internacionales competentes en la materia, a obligar al Estado a facilitar los medios para la efectividad de tal supervigilancia internacional, a obligarlo, asimismo, a promover y reconocer la participación de la sociedad civil organizada en la elaboración y ejecución de las políticas públicas sobre VIH/Sida y la obligación de desarrollar investigación científica en la materia y a obligarlo a desarrollar campañas de educación públicas.





	Asimismo, explicita el principio de que la interpretación de los derechos establecidos por esta ley “no podrá afectar o perjudicar cualquier otro mejor derecho de que pueda ser titular una persona que vive con el virus de inmunodeficiencia humana.”





	En su Título II, “Sobre las políticas públicas de prevención” se establece la obligación preferente del Estado en orden a planificar y asegurar la concreción de las políticas públicas adecuadas y debidamente dotadas de recursos, especialmente en el ámbito de la salud pública y la educación, a fin de prevenir la extensión de la pandemia del Sida. En este sentido, se establece la obligación del Estado de elaborar y ejecutar programas de educación en salud pública que tengan el alcance, duración y eficacia que el combate del Sida requiere y que cumplan con las exigencias de las normas y recomendaciones que al efecto hayan elaborado las organizaciones internacionales competentes.





	El proyecto explicita la prohibición en el sentido que las acciones de salud pública, sean públicas o privadas, no podrán amparar contenidos que signifiquen la estigmatización, menoscabo moral o deshonra a ninguna persona o grupo de personas.





	Asimismo, se establece la obligación del Estado de disponer lo necesario para evitar el contagio por transfusión sanguínea.





	En su Título III, el proyecto desarrolla “Los derechos de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana y de la protección contra la discriminación”. En este Título se contienen 4 párrafos destinados a los diversos tipos de derechos que se desarrollan:





1.	En el ámbito de los derechos civiles;


2.	En el ámbito de la salud;


3.	En el ámbito de la educación;


4.	En el ámbito laboral.





	En el ámbito de los derechos civiles se establecen los siguientes derechos:





a.	Derecho a la no discriminación en el goce de ningún derecho por ser una persona que vive con el VIH y la prohibición de que se condicione el ejercicio de cualquier derecho a someterse a exámenes previos de detección del virus;





b.	Derecho a indemnización de perjuicios por la infracción de cualquiera de las normas antidiscriminatorias que el proyecto establece;





c.	Derecho a no ser discriminado en la prestación de ningún servicio; si el discriminador es un funcionario público sufre sanciones mayores que los particulares. Aquél sufre la pena de suspensión de su oficio; si reincide sufre la pena de destitución del mismo. Los particulares sufren pena de multa, sin perjuicio de la obligación de ambos de indemnizar los perjuicios.





d.	Derecho al pleno respeto de su privacidad y honra, tanto individual como familiar.





e.	Derecho a que la práctica del examen de detección sea siempre voluntario e informado, lo que deberá constar por escrito.





f.	Derecho a la privacidad de los resultados del examen;





g.	Derecho de alimentos respecto de los padres, hijos o cónyuge en caso de necesidad, el que cubre incluso los gastos relativos a la atención de salud si se hubiere desarrollado el síndrome.





	En los ámbitos de los derechos a la salud, a la educación y al trabajo, se establecen normas especiales destinadas a evitar la discriminación en el goce de estos derechos por la mera circunstancia de encontrarse viviendo con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Si bien estimamos recomendable que la norma no discriminatoria en el ejercicio del derecho y libertad de trabajo, de fundamental importancia para la vida cotidiana de las personas que viven con el VIH, fuera complementada con una garantía jurídica realmente eficaz, como podría ser el establecimiento de un sistema de fuero especial laboral, ya que la realidad nacional ha demostrado la existencia de masivas prácticas discriminatorias al respecto, no ha sido posible considerarla en esta moción, toda vez que se trata de una norma cuya proposición se encuentra constitucionalmente vedada a los parlamentarios.





	En su Título IV, sobre “Normas especiales” el proyecto desarrolla dos párrafos:





1º:	Respecto de los niños que viven con el VIH;





2º:	Respecto de las mujeres;





	En el primero, se explicita la obligación preferente del Estado de elaborar y ejecutar acciones públicas de protección, asistencia y cuidado de los niños que viven con el virus de inmunodeficiencia humana. Además se prevé que las políticas de protección y asistencia a los niños que viven con el virus de inmunodeficiencia humana propenderán a que el niño se mantenga en el medio familiar y sólo en situaciones de excepción calificada podrá adoptarse a su respecto medidas de internación.





	Se establece, asimismo, el derecho y obligación de los encargados de los establecimientos de acogida de niños que viven con el VIH para denunciar y perseguir las responsabilidades civiles y penales derivadas de cualquier discriminación o menoscabo en sus derechos que los niños puedan sufrir.





	Respecto de las mujeres, el párrafo 2º establece la obligación para el Estado de diseñar políticas de prevención, protección y asistencia específicas para la mujer, considerando en especial la situación de las embarazadas.





	Seguidamente, en su Título V, el proyecto establece normas sobre “Los procedimientos y protección del personal de la salud”, entre las que se establecen normas que establecen el derecho de personal de salud a estar dotado de una normativa que los proteja del riesgo de contagio por manipulación de ciertos fluidos orgánicos susceptibles de provocar el contagio, y la obligación del Estado de informar a dicho personal en materia de VIH/Sida.





	Finalmente, en su Título VI, sobre “Disposiciones varias” se contiene una disposición que obliga al Estado a elaborar políticas específicas en favor de los hombres y mujeres que ejercen el comercio sexual, con el objeto de prevenir su contagio, así como para su protección y asistencia en caso que tal contagio acaezca.





	Por último, en este Título se establece una sanción genérica consistente en una multa a beneficio fiscal de 5 a 10 Unidades Tributarias Mensuales en contra de cualquier infracción a esta ley que no tenga señalada una sanción específica en su texto.





	Debido a las actuales restricciones constitucionales respecto de las materias en las que los parlamentarios pueden tener iniciativa legislativa, este proyecto de ley no puede por sí solo dar acabada respuesta a la necesidad de una política de Estado en materia de prevención de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana, especialmente en lo que respecta a asegurar los recursos públicos y privados que ella requiere, así como en la creación de órganos públicos o en la asignación de nuevas funciones y atribuciones a los ya existentes; asimismo, múltiples aspectos de las normas antidiscriminatorias previstas en esta moción requieren de garantías jurídicas adicionales para ser efectivas, que constitucionalmente no pueden ser de iniciativa parlamentaria.





	Por lo mismo, tal necesidad pública requerirá que el Supremo Gobierno complemente la presente moción con indicaciones de su alto patrocinio, que den cuenta cabal de tales necesidades, especialmente, en los siguientes ámbitos: en la creación de un fondo destinado a acopiar y financiar el esfuerzo nacional que esta política de Estado representa; el establecimiento de un sistema obligatorio de consultoría y asesoría para toda persona que se realice un examen de detección del VIH; la obligación de no discriminación en materia de acceso a las prestaciones de salud de urgencia; la capacitación de todo el personal de salud del país en la adquisición de las destrezas necesarias para una adecuada y oportuna detección y prevención de la infección, así como para hacerlos partícipes de prácticas profesionales que aseguren la no discriminación en el tratamiento de los pacientes.





	Y considerando:





	El mandato explícito del artículo 5º de la Constitución, en el sentido que “es deber de los órganos del Estado respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”





	Venimos en proponer el siguiente





PROYECTO DE LEY:





Título I





DISPOSICIONES GENERALES





	Artículo 1.- Corresponde al Estado promover todas las condiciones institucionales, sanitarias, previsionales, educativas, culturales y sociales en general, mediante la ejecución de las acciones necesarias para prevenir e impedir la extensión de la infección causada por el Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) causante de la pandemia del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (Sida) en Chile.





	Artículo 2.- Los órganos del Estado encargados de ejecutar las medidas de prevención, investigación y tratamiento de la pandemia del síndrome de inmunodeficiencia adquirida, deberán adoptar las medidas que aseguren los derechos y dignidad de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana. Tales medidas no podrán significar discriminación o afectar la dignidad, privacidad u honra de cualquier persona.





	Artículo 3.- Las resoluciones y recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud, de la Organización Panamericana de la Salud y demás organismos técnicos competentes de Naciones Unidas, relativas a la prevención y combate de esta pandemia, y que no sean contrarias a los principios y normas de las leyes chilenas, deberán ser incorporadas como normas administrativas nacionales por las autoridades de Gobierno correspondientes en un plazo no superior a los seis meses.





	Artículo 4.- El Estado de Chile reconoce y acoge la cooperación que la Comunidad Internacional pueda realizar en favor de los esfuerzos nacionales, públicos o privados, para la prevención y combate de esta pandemia, como asimismo, la supervigilancia que las organizaciones internacionales competentes realicen para asegurar el cumplimiento de sus resoluciones y recomendaciones, facilitándole los medios para desarrollar tal cooperación y supervisión.





	Artículo 5.- El Estado de Chile reconoce, acoge y apoya los esfuerzos que la sociedad civil organizada realice para la prevención de la pandemia del Sida y para el tratamiento, acogida, apoyo y lucha contra la discriminación de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Los órganos del Estado garantizarán y estimularán la participación de la sociedad civil organizada en la elaboración y ejecución de las políticas públicas de prevención de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana.





	Artículo 6.- A fin de prevenir y combatir la extensión de la pandemia del Sida, el Estado promoverá las acciones necesarias que permitan la investigación científica adecuada y oportuna acerca de las causas y características de ella en nuestro país, así como de su tratamiento y rehabilitación.





	El Estado arbitrará medidas para llevar a conocimiento de la población las características del Sida, las posibles causas o medios de transmisión y contagio, así como también, las medidas aconsejables para su prevención y tratamiento.





	Artículo 7.- La presente ley asegura a cualquier persona que viva con el virus de inmunodeficiencia humana su igualitario goce y ejercicio de sus derechos, impidiendo cualquier forma de discriminación a su respecto y garantizándole una vida acorde con su esencial e igual dignidad humana.





Título II


SOBRE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE PREVENCIÓN





	Artículo 8.- Constituye una obligación preferente del Estado planificar y asegurar la concreción de las políticas públicas adecuadas y debidamente dotadas de recursos, especialmente en el ámbito de la salud pública y la educación, a fin de prevenir la extensión de la pandemia del Sida.





	Esta obligación se desarrollará preferentemente a través de la planificación, elaboración y aplicación de programas de educación en salud pública que tengan el alcance, duración y eficacia que el combate del Sida requiere y que cumplan con las exigencias de las normas y recomendaciones que al efecto hayan elaborado las organizaciones internacionales señaladas en el artículo 3º.





	El Estado promoverá la capacitación de recursos humanos y propenderá al desarrollo de actividades de investigación, coordinando sus actividades con otros organismos nacionales e internacionales, públicos o privados.





	El Estado deberá difundir e informar adecuadamente a la población respecto de los programas de asistencia y prevención existentes, así como respecto de los derechos y beneficios establecidos en favor de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Artículo 9.- Corresponde al Estado velar por que las políticas públicas de prevención se elaboren y desarrollen siempre coordinadamente entre los servicios públicos con competencia en la materia, incentivando la participación en ello de las organizaciones de la sociedad civil organizada.





	Artículo 10.- En ningún caso las acciones de salud pública, sean públicas o privadas, podrán amparar contenidos que signifiquen la estigmatización, menoscabo moral o deshonra a ninguna persona o grupo de personas.





	Artículo 11.- A objeto de prevenir el contagio del virus de inmunodeficiencia humana por la vía de la transfusión sanguínea, el Estado está obligado a asegurar la eficacia del control y supervigilancia de estos procedimientos que se realicen en todos los establecimientos de salud del país.





	Artículo 12.- La autoridad administrativa correspondiente dictará las normas e implementará los controles que sean necesarios para prevenir el riesgo de propagación de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana que se origine con motivo u ocasión de las actividades que el personal de salud desarrolle en la manipulación de aquellos fluidos orgánicos susceptibles de infectar, tanto respecto de la población como en favor de dicho personal.





Título III


SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS QUE VIVEN CON 


EL VIRUS DE INMUNODEFICIENCIA HUMANA 


Y DE LA PROTECCIÓN CONTRA LA DISCRIMINACIÓN.





1.	En el ámbito de los derechos civiles.





	Artículo 13.- El goce o ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución o las leyes no podrán ser condicionados al hecho que una persona viva o no con el virus de inmunodeficiencia humana ni a la realización previa del examen de detección de este virus.





	Artículo 14.- Toda persona que vive con el virus inmunodeficiencia humana tiene derecho al pleno respeto a su privacidad y su honra, tanto individual como familiar.





	Artículo 15.- Todo examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana será siempre voluntario.





	La circunstancia de someterse voluntariamente al examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana deberá constar por escrito.





	Los establecimientos de salud y laboratorios deberán entregar los resultados de tales exámenes en forma confidencial y personal al paciente.





	Artículo 16.- Todo examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana deberá efectuarse adoptando todas las medidas necesarias para cautelar la debida reserva y privacidad de sus resultados.





	La autoridad pública reglamentará la forma de resguardar la privacidad y confidencialidad de esta información y sus procedimientos, y asegurará que el procedimiento de comunicación sea siempre hecho personalmente al afectado.





	Artículo 17.- El Estado tiene la obligación de proporcionar la información adecuada a fin de que el personal de la salud y de laboratorios se encuentre en condiciones adecuadas para dar cumplimiento a lo dispuesto en los dos artículos anteriores.





	Artículo 18.- Nadie podrá negar la prestación de sus servicios por el solo hecho que una persona viva con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Los funcionarios públicos que infrinjan esta prohibición sufrirán la sanción de suspensión de su cargo u oficio público en su grado mínimo. En caso de reincidencia, la sanción será la de destitución de su cargo u oficio público.





	Tratándose de particulares incurrirán, en la pena de multa de 7 Unidades Tributarias Mensuales a beneficio fiscal.





	La contravención a lo dispuesto en este artículo generará siempre el derecho a la correspondiente indemnización de perjuicios.





	Artículo 19.- Constituye un deber de los padres, hijos o cónyuge de una persona que vive con el virus de inmunodeficiencia humana proporcionarle los cuidados y alimentos que sean necesarios para su subsistencia, en caso que no pudiere proporcionárselos por sí mismo.





	Si esta persona hubiere desarrollado el síndrome de inmunodeficiencia adquirida este deber se extenderá a la atención de salud y alimentos congruos.





2.	En el ámbito de la salud.





	Artículo 20.- Se prohíbe toda discriminación en el acceso o permanencia a los servicios de salud por la mera circunstancia de tratarse de personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana o por el solo hecho de haber desarrollado el síndrome de inmunodeficiencia adquirida.





	Artículo 21.- Los directores y propietarios del establecimiento de salud en que se haya infringido lo dispuesto en el artículo anterior y los profesionales que hubieren incurrido en tal conducta discriminatoria, responderán personal y solidariamente de todo perjuicio.





	Los directores y propietarios de tales establecimientos sufrirán, además, una multa a beneficio fiscal equivalente a 20 Unidades Tributarias Anuales.





	En caso de reincidencia para con la misma o con cualesquiera otra persona que se encuentre en la misma situación, el monto de la multa se duplicará.





3.	En el ámbito de la educación.





	Artículo 22.- Los establecimientos que impartan educación de cualquier nivel, ya sea éste preescolar, escolar, medio, técnico-profesional, preuniversitario, universitario o de cualquiera otra índole, y ya sean públicos o privados, no podrán discriminar en el ingreso o permanencia de sus alumnos por la mera circunstancia de encontrarse o no infectado con el virus de inmunodeficiencia humana o por el solo hecho que al alumno lo ligue un vínculo de filiación, parentesco o convivencia con una persona que vive con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Tales establecimientos tampoco podrán condicionar el ingreso o permanencia de sus alumnos a la realización de exámenes de detección del virus de inmunodeficiencia humana.





	La infracción a lo dispuesto precedentemente generará la correspondiente indemnización de perjuicios, de la cual serán personal y solidariamente responsables los directores y propietarios del respectivo establecimiento de educación, así como la aplicación a los mismos de una multa a beneficio fiscal de 10 Unidades Tributarias Anuales.





4.	En el ámbito laboral.





	Artículo 23.- Ningún empleador podrá condicionar el acceso al empleo o la permanencia en él de ningún trabajador al hecho que éste viva o no con el virus de inmunodeficiencia humana o a la exigencia de someterse a cualquier examen de detección de dicho virus.





	La infracción a lo dispuesto precedentemente será sancionada con una multa a beneficio fiscal de 20 Unidades Tributarias Mensuales, sin perjuicio de la correspondiente indemnización de perjuicios.





Título IV


NORMAS ESPECIALES





1.	Respecto de los niños portadores o enfermos:





	Artículo 24.- Constituye una obligación preferente del Estado elaborar y ejecutar acciones públicas de protección, asistencia y cuidado de los niños que viven con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Artículo 25.- Las políticas de protección y asistencia a los niños que viven con el virus de inmunodeficiencia humana propenderán a que el niño se mantenga en el medio familiar o, en todo caso, en el medio libre, y sólo en situaciones de excepción calificada podrá adoptarse a su respecto medidas de internación.





	Artículo 26.- Los establecimientos de acogida y cuidado destinados a niños que viven con el virus de inmunodeficiencia humana, además del cumplimiento de las normas que al efecto imparta el Servicio Nacional de Menores, deberán contar con la autorización sanitaria respectiva y cumplir con las instrucciones del Ministerio de Salud, en cuanto al personal médico necesario, nutrición de los niños internados y las condiciones de higiene y seguridad de los mismos.





	Artículo 27.- Es responsabilidad de los encargados de los establecimientos señalados en el artículo anterior, que los niños internados reciban oportuna y cabal atención médica en los centros especializados en la atención de pacientes que viven con el virus de inmunodeficiencia humana, o en su defecto en los servicios públicos de salud.





	Asimismo tales encargados están obligados especialmente a denunciar y perseguir las responsabilidades civiles y penales derivadas de cualquier discriminación o menoscabo en sus derechos que ellos puedan sufrir.





2.	Respecto de las mujeres:





	Artículo 28.- El Estado deberá diseñar políticas de prevención, protección y asistencia específicas para la mujer, considerando en especial la situación de las embarazadas.





	Artículo 29.- La mujer embarazada que vive con el virus de inmunodeficiencia humana tendrá derecho a los mismos programas de salud destinados en general a toda mujer embarazada.





Título V


SOBRE LOS PROCEDIMIENTOS Y PROTECCIÓN 


DEL PERSONAL DE LA SALUD





	Artículo 30.- El personal destinado a la atención de personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana, deberá estar debidamente protegido de los riesgos de contagio del mismo a través de normas que garanticen condiciones de trabajo adecuadas, según lo disponga el correspondiente reglamento.





	Artículo 31.- Los profesionales y el personal de salud deberán ser informados de los riesgos de prevención y contagio del virus de inmunodeficiencia humana, así como respecto de las conductas no discriminatorias que deben desarrollar respecto de todo paciente.





Título VI


DISPOSICIONES VARIAS





	Artículo 32.- El Estado elaborará políticas específicas en favor de los hombres y mujeres que ejercen el comercio sexual, con el objeto de prevenir su contagio, así como para su protección y asistencia en caso que tal contagio acaezca.





	Artículo 33.- La infracción a cualquiera de las disposiciones de la presente ley que no tuviere señalada una sanción específica, será sancionada con una multa a beneficio fiscal de 5 a 10 Unidades Tributarias Mensuales y con la correspondiente indemnización de perjuicios, si procediere.





	En caso de reincidencia en este tipo de infracciones la multa a beneficio fiscal será equivalente a 10 Unidades Tributarias Anuales.”
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